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La militarización de la seguridad 
ciudadana: una tendencia regional

Entrevista con Marcos Pablo Moloeznik Gruer1

Por Jenny Pontón Cevallos

¿Cuáles son los factores que han llevado a una generalización de la actuación de las  
Fuerzas Armadas en la seguridad ciudadana de los países de América Latina?

Los principales factores son, por un lado, el fracaso tanto de las políticas criminales como 
del sistema de justicia penal -incluyendo las policías- de aquellos Estados donde el poder 
político ha tomado la decisión de comprometer directamente a las Fuerzas Armadas en el 
ámbito de la seguridad ciudadana; por otro lado, el dominio del denominado populismo 
punitivo, es decir, el discurso de mano dura y tolerancia cero, y del innegable atractivo que 
ejercen los militares en tanto institución, por su profesionalismo, disciplina, espíritu de 
cuerpo, movilidad, polivalencia y sistema de armas.

¿Cuáles serían los principales riesgos de que las Fuerzas Armadas de los diferentes países 
de la región asumieran competencias de seguridad interna?

En primer lugar, las Fuerzas Armadas no se encuentran preparadas para desempeñar misio-
nes y funciones que no son de su propia naturaleza como las policiales y parapoliciales; en 
segundo lugar, al personal castrense se lo prepara para hacer la guerra y, para ello, se lo dota 
de armamento pesado por ser el instrumento militar el recurso estatal de máxima intensidad 
del uso de la fuerza, es decir, última ratio o argumento final del Estado; en tercer lugar, otro 
de los riesgos es que precisamente a la luz de sus características, formación y adiestramiento, 
así como a los contextos urbanos (incluso de alta densidad de población) donde intervienen 
generalmente, el uso de las Fuerzas Armadas en la dimensión de la seguridad ciudadana suele 

1   Doctor en Derecho por la Universidad de Alcalá, España. Actualmente se desempeña como profesor-investigador 
titular C del Departamento de Estudios Políticos, en el Centro Universitario de Ciencias Sociales y Humanidades de la 
Universidad de Guadalajara (México); además, cuenta con reconocimiento de Investigador Nacional Nivel II del Co-
nacyt (México) y es difusor del Derecho Internacional Humanitario (Comité Internacional de la Cruz Roja). Sus más 
recientes contribuciones se centran en el proceso de militarización de la seguridad pública en México, en la seguridad 
como política pública y en la seguridad y los derechos humanos en el Estado de Jalisco.
Correo electrónico: mmoloeznik@yahoo.es	
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estar acompañada por violaciones graves y siste-
máticas de los derechos humanos. A diferencia 
de los funcionarios encargados de hacer cum-
plir la ley, al militar se lo prepara para quitar la 
vida (como instrumento coercitivo del Estado, 
en tanto monopolizador de la guerra y de la 
violencia institucionalizada) y no para preser-
varla; además, mientras el militar suele actuar 
en grupo, el Policía suele hacerlo en forma in-
dividual, se trata, por ende, de dos profesiones 
diferentes, con fines distintos. Por último, las 
constituciones de los países de la región, solo de 
manera excepcional y ante situaciones de carác-
ter extraordinario, contemplan la intervención 
de las Fuerzas Armadas mediante la declaratoria 
del estado de excepción, de emergencia o de si-
tio, y por un período de tiempo muy limitado, 
con el fin de restablecer la tranquilidad y orden 
público y la paz social. Esto implica que, en al-
gunos casos, el poder militar actúe en la dimen-
sión interna al margen de la legalidad, al no ser 
declarado el estado de excepción o de sitio, en 
cual se suelen suspender ciertos derechos fun-
damentales, aunque nunca el denominado “nú-
cleo duro” de los derechos humanos, como el 
derecho a la vida, a la integridad física, al debi-
do proceso, la prohibición de la tortura, tratos 
crueles, inhumanos y degradantes, entre otros.

¿Cómo evaluaría esta práctica de interven-
ción de las Fuerzas Armadas en el combate 
de la inseguridad ciudadana?, ¿ha tenido re-
sultados efectivos en la disminución de los 
índices delictivos?

Las Fuerzas Armadas solo han tenido resulta-
dos positivos cuando cuentan con informa-
ción oportuna y confiable, es decir, cuando 
soportan sus actuaciones en sistemas de in-
teligencia, centrando la atención al crimen 
organizado de alta peligrosidad y altos niveles 

de violencia y actuando ajustados de doctrina 
y protocolos de actuación para prevenir o, en 
el peor de los casos, minimizar los llamados 
“daños colaterales” o afectación a la población 
civil. No obstante, probablemente los mejo-
res resultados se verifican cuando el instru-
mento militar se limita a actuar como apoyo 
de las fuerzas policiales y fuerzas de seguridad 
o intermedias (policías militarizadas). Por 
ejemplo, en operativos de alta complejidad o 
cuando es necesario contar con aeronaves o 
buques de los que carecen las policías.

¿Cuándo sería positiva y cuándo sería negativa 
la militarización de la seguridad ciudadana?

Solo ante situaciones de naturaleza excepcio-
nal se debería recurrir a las Fuerzas Armadas, 
con la aprobación de los poderes legislativos 
y con un horizonte temporal muy acotado. 
Bajo este supuesto, para obtener resultados 
positivos sería necesario: i) ante todo, someter 
a los militares comprometidos a un proceso de 
reconversión profesional que los habilite como 
policías (por ejemplo, conocimiento, ejerci-
cios sobre el terreno y simulaciones sobre el 
marco normativo y modalidades de aplica-
ción de la ley, así como de reglas de uso de 
la fuerza), similar al que reciben para desem-
peñar misiones y funciones en operaciones de 
mantenimiento de la paz bajo el mandato del 
Consejo de Seguridad de la Organización de 
Naciones Unidas; ii) de manera paralela, se 
deberían ajustar las reglas de empeñamiento 
o enfrentamiento para situaciones diferentes 
al conflicto armado o a la conducción de hos-
tilidades, que implican tratar con la población 
civil y no con un enemigo. En cualquier caso, 
la militarización de la seguridad pública debe 
considerarse negativa porque constituye el re-
conocimiento del fracaso de la autoridad que, 
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al verse rebasada, decide apelar a la máxima 
intensidad del uso de la fuerza del Estado que 
son las Fuerzas Armadas. El antídoto de esta 
tendencia en Latinoamérica es el desarrollo de 
un sistema de justicia penal con operadores 
profesionales y comprometidos con la función 
de la seguridad ciudadana, en especial institu-
ciones policiales profesionales y competentes 
que generen una sinergia con la sociedad civil 
y que, paulatinamente, se ganen la confianza 
de la población a la que sirven.

¿Cómo afecta internamente, tanto a la Poli-
cía como a las Fuerzas Armadas de la región, 
el que esta última institución asuma compe-
tencias de la primera?

Cuando las Fuerzas Armadas asumen funcio-
nes policiales, los instrumentos jurídicos in-
ternacionales (como por ejemplo, el Código 
de conducta para funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley, ratificado por la mayoría 
de los países de la región) los consideran como 
funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley o policías, con todos los efectos legales que 
eso trae aparejado, por lo que se verifica una 
afectación directa, estén o no de acuerdo los 
militares. Cabe recordar que en la historia po-
lítica reciente de América Latina los militares 
solían ejercer la conducción directa de las po-
licías de sus respectivos países, particularmen-
te durante la irrupción extra constitucional de 
las Fuerzas Armadas. Tratándose de algunos 
países centroamericanos y caribeños, tradi-
cionalmente e incluso en la actualidad, era y 
es difícil identificar los límites entre la profe-
sión militar y la policial; antes bien, se suele 
presentar una confusión por el propio perfil 
de lo que llaman Fuerzas Armadas. Pero en 
aquellos países de mayor tradición policial, la 
injerencia de los militares suele traer apareja-

das consecuencias sumamente negativas para 
la institución policial que, en muchos casos, 
incluye una crisis de identidad de la profesión 
policial, una pérdida de la memoria histórica 
y procesos por demás injustos de depuración 
o purga de efectivos policiales. En el mismo 
tenor, la expansión del rol de las Fuerzas Ar-
madas no suele ser bien vista por los militares 
más profesionales, quienes suelen abrazar la 
carrera de las armas como proyecto personal 
de vida y en atención a misiones y funciones 
propias de las Fuerzas Armadas en tanto insti-
tución. Su empeñamiento como policías suele 
generar crisis de identidad profesional, desgas-
te al desempeñar misiones y funciones para las 
cuales no se encuentran preparados y un senti-
miento de animadversión por sentirse usados 
por el poder político. Sin embargo, también 
suele presentarse una vertiente oportunista, 
particularmente en el nivel de comando de las 
Fuerzas Armadas, debido a que, al desplazar 
a la Policía, en muchos casos se ven favoreci-
dos por incrementos de recursos financieros y 
renovación de sistemas de armas, comunica-
ciones y transportes ad hoc a las misiones y 
funciones de seguridad interior.

En vista de esta tendencia regional a emplear 
las Fuerzas Armadas para combatir proble-
mas de seguridad interna, ¿qué protocolos se 
deben establecer para que esta intervención 
sea adecuada y brinde resultados positivos?

Como ya se adelantó, en primer lugar, ajustarse 
a la legalidad mediante la declaración del esta-
do de excepción, emergencia o sitio; en segun-
do lugar, modificar las reglas de empeñamiento 
o enfrentamiento en el marco de la vigencia del 
estado de derecho y el escrupuloso respeto de 
los derechos humanos; en tercer lugar, seleccio-
nar cuidadosamente a los militares que serán 
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destinados al ámbito de la seguridad interna y 
someterlos a un proceso previo de reconversión 
profesional que los habilite como policías; y en 
cuarto lugar, ejercer una supervisión perma-
nente sobre las actuaciones de los militares así 
como evaluar su desempeño.

¿Podría darnos una perspectiva de la situación 
particular de México respecto a la interven-
ción de las Fuerzas Armadas en el combate 
a la delincuencia y la inseguridad, principal-
mente en lo que corresponde al narcotráfico?

Si bien México tiene una rica tradición de utili-
zación de las Fuerzas Armadas en el ámbito de 
la seguridad pública y el perfil de su instrumen-
to militar corresponde más al de fuerzas inter-
medias que a un Ejército regular, con el Go-
bierno de alternancia de segunda generación 
encabezado por el Presidente Felipe de Jesús 
Calderón Hinojosa (2006-2012), el proceso de 
militarización de la seguridad pública alcanzó 

su máxima expresión e intensidad al apostar 
por los militares como el pilar sobre el que se 
asentó su estrategia nacional de seguridad, a la 
que se denominó “guerra al narcotráfico”, bajo 
la categoría amigo-enemigo. A casi seis años 
de distancia, la violencia ha pasado a dominar 
el escenario de México, con el rechazo de las 
grandes mayorías nacionales que en el reciente 
proceso electoral penalizaron severamente su 
gestión, al quedar su partido en tercer lugar. 
Los costos económicos, y sobre todo sociales, 
de la apuesta del Presidente Calderón por una 
respuesta manu militari han sido, hasta el mo-
mento, demasiado elevados, al duplicarse en la 
última década la tasa de homicidios intenciona-
les por cada 100 mil habitantes, quebrantarse 
-sistemáticamente- los derechos humanos e in-
crementar, significativamente, tanto el número 
de víctimas visibles como no visibles. Esto ha 
ocasionado que hoy en día el ciudadano o ciu-
dadana medio, esté lejos de sentirse con más 
seguridad que hace seis años.


